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SENTENCIA INTERLOCUTORIA DEL TRIBUNAL CONST'ITt]CIONAI,

Lima. l5 de oclubre de 2018

49. con carác1cr de precedente, que se expedirá sentencia interlocutoria
ia, dictada sin n1ás trámite. cuando se presentc alguno de los siguientes

que iSualmcnle están contenidos en cl ar1ículo I I del Reglamento
Nonnalivo del Tribunal Constitucional

ASUNTO

'Rccurso de agravio constitlrcional interpuesto por Alicorp SAA contra la
resolución de lojas 465, de fecha 20 de julio de 2015. expedida por la Segunda Sala
Civil de la Col1e Superior de Justicia de La Liberrad que declaró inlundada la demanda
de autos.

FT]NDAMENTOS

l. En Ia sentencia emitida en el Expedienrc 00987-201,l-PA/TC, publicada en el diario
oli

Carezca de fundamentación la supuesta vulneración que se invoque.
La cuestión de Derecho contenida en el recurso 0o sea de especial
trascendencia constitucional.
La cuestión de Derecho invocada contrad;ga un precedente del Tribunal
Constitucional.
Se haya dccidido de manera desestimatoria en casos sustancialmente iguales.

2. En el prcscnte caso, se evidencia quc el recurso de agravio no está relerido a una
cucslión de Derecho de especial trascendencia constitucional. Al respecto, un
recurso carece de esta cualidad cuando: (i) no está relacionado con el conlenido
constilucionalmente protegido de un derecho iundamenlal: (ii) versa sobre un
asunto materialmente excluido del proceso de tutela de clue se trata; o (iii) lo
pretendido no alude a un asunto que requiere una tlfela de especial urgencia.

3. Expresado de otro modo, y tenicndo en cuenta lo precisado en el lundamcnto 50 de
la scntencia emitida en el Irxpediente 00987,20I4-PA/TC. una cuestión no reviste
cspecial lrascendencia conslilucional en los siguienles casos: (i) si una lutura
reso[¡ción del Tribunal Constilucional no soluciooa algún conflicto dc relevancia
constitucional, pues no ex;sle lesión que comprometa el derecho fundamental

Peruano el 29 de agosto de 201,1, este Tribunal estableció. en el
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involucrado o se trata de un asunlo clue no corresponde rcsolver en la vía
constitucional; o (ii) si no existe necesidad dc tutclar de manera urgente el derecho
constitucional invocado y no rnedian mzoncs subjetivas u objetivas que habilitcn a
este órgano colcgiado para emitir un pronunciamicnto de londo.

4. Tal como se aprecia de autos, la aclora solicita que se declarcn nulast

lución 10. de fecha l5 dejulio de 2011, emilida por la Primera Sala
izada Laboral de la Corte Superior dc Justicia de La Libertad (fojas l9)

la senlencia de fecha 28 de abril de 201 l; y, reformándola, dcclaró
a la dcmanda de inder¡nización por despido arbitrario y cobro de

ü

qncficios sociales que inlerpuso don t,uis Alberto Roldán Percda en su conlra;
y, en tal sentido, ordenó quejunto a la Distribuidora Arens SAC pague -,en
lorma solidaria.- el monto dc S/ 33 709.85 más interescs legales, costas y costos
del proceso a favor de dicho lrabaiador.

La resolución de fccha 24 de octubre de 201 I (casación 2918-2011 La Libcftad)
emitida por Ia Sala de Derecho Consrituc;onal y Social Permancnte de la Corte
Suprema de Justicia de la República (fojas 45) que declaró improcedente su
rccurso de casación.

5. En cuanto a la Rcsolución 10, de f¿cha l5 de iulio de 2011, aduce que se ha
s!¡stentado en aspectos no oralizados por el trabajador en su recurso dc apelación
al exponer su leoría del caso : y, por ende, no lueron objeto de pronunciamiento
en la resolución de primera instancia o g.ado. Ahora bien, o¡ lo relacionado a la
resolución dc fccha 24 de octubre dc 20ll (casación 2918-201I l-a Libertad). aleg¿
que, contrariamentc a lo indicado en dicha resolución, no es cierto que el recurso de
casación que prcscnló hubiera tenido por obieto revisar el mórito de lo resuelto en
segunda instancia o grado. Por consiguiente, considera quc han vulnerado sus
derechos f'undamentales a la tlltela procesal electiva y al debido proceso en su
manifestación del derecho a la motivación de las resolucioncs iudiciales.

6. Ernpero. esta Sala del Tribunal Constitucional aprecia que, cn lireas generales, lo
realmen¡e sol;cilado es el reexamen de lo finalmente rcsuelto por los jueccs
denlandados, lo que rcsulta maniflestamcnte improcedentc porque tal
cucstionamiento no incidc de manera directa en el contenido constilucionalmente
proteSido dc derechos fundamentales invocados, toda vcz que lo que punlualmente
cuestiona es, por un lado, la apreciación láctioa y jurídica realizada por la primera
Sala Laboral de la CorIe Superior de Justicia de La Libeñad al eslimar la demanda
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incoada en sLr contra; y, por otro lado, la apreciación jurídica realizada por la Sala
de Derecho Constitucional y Social -l'ransiloria 

de la Corte Suprema de Juslicia de
la República al declarar la improcedencia de la casación presentada.

7. A mayor abundamiento, cabe precisar que las resoluciones cuesrionadas cuentan
con una fundamentación que sirve de respaldo a lo que decidieron (cfr.
lundanentos 2 a 17 de la Resolución 10. de fecha 15 de julio de 20ll y
lundamentos ll a 12 de la resolución de fecha 24 dc octubre de 20ll). Así las
cosas, esta Sala del Tribunal ConstitLtcional estima que asÍ Ia recurrente disienta de
lo argumentado en tales resoluciones judiciales, eso no significa qlle no exista
justificación o que, a la luz de los hechos del caso, tal ftlndamentación sea aparcnte,
incongruente, insuficiente o que incurra en vicios de motivación interna o extema.
Por consiguienle, no corresponde emitir un pronunciamiento de fondo.

8. En consecuencia, y de Io expuesto en los f'undamentos 2 a 7 s¡rpla, se verifica que
el presente rscurso de agravio ha incurrido cn la causal de rechazo prcvista en el
acápite b) del fundamento 49 de la sentencia emitida en el Expedienrc 0098'l-2014-
PA/TC y en el inciso b) del artículo l1 dcl Regla¡nento Normativo del Tribunal
Constitucional. En tal sentido, corresponde dcclarar, sin más trámite, improcedente
el recurso de agravio constitucional.

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le
confiere la Constitución Política del Perú, y la participación del magistrado Espinosa-
Saldaña Barrera, convocado para dirimir la discord¡a suscitada por el voto singular del
magistrado Fenero Costa,

Además, se incluye el fundamento de voto del magistrado Espinosa-Saldaña Barrera.

RESUELVE

Declarar IMPROCEDENTE el recurco de agravio constitucional porque la cuestión dc
Derecho contc¡ida en el recurso carccc de especial kascendencia constitucional.

n
MIRANDA CANALES
SARDÓN DE TABOADA *l

Loq
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ESPINOSA.SALDAÑA
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FUNDAMENTO DE voro DEL M^cIs [RA.Do EspINosA-s^LD^ñ^
BARRERA

s.

ESPtNoSA-SALDAñA BARRERA

Coincido con el sentido de lo resuelto por mis colegas- Sin embargo, debo scñalar lo
siguiente.

Nuestra responsab;lidad como jueccs corlstitucionalcs dcl l ribunal
ConstitLrcional peruano incluye pronunciarse con resoluciones co,nprcnsibles. y
a la vez, rigurosas técnicamcntc. Si no se toma cn cuenta ello, el liibunal
Constitucional falta a su responsab;lidad instilucional de concretización de la
Constitución, pues debe hacerse entender a cabelidad en Ia compresión del
ordenamiento jurídico conlorme a los principios, valorcs y dcmás preceptos de
esta misma Constitución.

2, Conviene entonces advertir a la recurrente que cn cl ordenamierilo jurídico
peruano, conforme al aniculo 4 del Código Procesal Constilucional, la l!¡lela
procesal efectiva incluye al debido proceso en sus diversas manifcstaciones.

3. En lodo caso coincido oon el sentido de lo resuelto en tanto y en cuanto lo
alegado no incide de manera dirccta, negativa, soncreta y sin justificación
ra¡¡onable en los derechos invocados.

It l-f) q

L q
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VOTO SINGULAR DEL MACISTRADO FERRNRO COSTA

Con la potestad que me otorga la Constitución, y con el mayor respeto por la ponencia
de mi colega magistrado, emito el presente voto singular, para expresar respetuosamente
que disiento del precedcntc vinculante establecido en la Sentencia 00987-2014-PA-/TC,
SENTENCIA INTERLOCUTORIA DENEGATORIA, por los fundamentos que a

continuación expongo:

La Constitución de 1979 oreó el Tribunal de Carantías Co¡sritucionales como
instancia de casación y la Conslitución de 1993 convi¡xió al Tribunal Constitucional
en instancia de fállo. La Constitución del 79, por pri¡¡era vez en nuestra historia
constitucional, dispuso la creación de un órgano ad ¡oc, independienle del Poder
Judiciai, con la tarea de garantizar la supremacía constitucional y la vigencia plena

de los derechos fundamentales.

2. La Ley lundamental dc 1979 estableció que el Tribunal dc Carantías
Constitucionales era un órgano de control de la Constitución, que teníajurisdicción
e¡ lodo el territorio nacional para conocer, s}? vía de casacíón, de los habeas corpus
y ampáros denegados por el Poder Judicial, lo que implicó que dicho'fribu¡al no
conslituía una instancia habilitada para lallar en forma dellnitiva sobre la causa. Es
decir, no se pro¡unciaba sobre los hechos invocados como amenaza o lesión a los
derrchu' reronucido: en h Connitucion.

3. En ese sentido, Ia Ley 23385, Ley Orgánica dei Tribunal de Garantías
Constitucionales, vigente en ese momento, estableció, en sus artículos 42 al 46, que

dicho órgano, al encontrar una resolució¡ denegatoria que ha violado la ley o Ia ha
aplicado en forma errada o ha incurrido en graves vicios procesales en Ia

tramitación y resolución de la denanda, procederá a casar la sentencia y, Iuego de
señalar la deficiencia, devolverá los actuados a la Corte Suprema de Justicia de la
República (reenvío) para que emita nuevo fallo siguiendo sus lineamientos,
procedimiento que, a todas luces. dilataba en exceso los procesos constitucionales
¡nencionados.

4. EI modelo dc tutela anle amenazas y vulneración de derechos fue seriamentc
modificado en la Constitución de 1991. En primer lugar, se amplían los
mecanismos de tutela de dos a cuatro, a saber, habeas corpus, añpañ, habeos ddta
y acción de cumplimiento. En segundo lugar, se crea al Tribunal Constitucional
como órgano de control de Ia qonstilucionalidad, aun cuando Ia Constitución lo
califica erróneamente como "órgano de controlde la Constitución". No obstante, en

rtil
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materia de procesos constitucionales dc Ia libcrtad, Ia Constitución establccc que el
Tribunal Constitucional es instancia de revisión o fallo.

5. Cabe señalar que la Constitución Política del Perú, en su artículo 202, inciso 2,
prescribe que corresponde al Tribunal ConstitLrcional "conoce\ en úL¡ma y
deinitira ins¡a cía, las resoluciones deüegatorias díctadas en los procesos de
habeds corpus, Í¡ paro, habea: data y acción de cumpli íento". Esta disposición
constitucional, desde una posición de franca tutela de los derechos fundamentales,
exige que el Tribunal Constitucional escuche y evalúe los alegatos de quien se

estima amenazado o agraviado en un derecho fundamental. Una lectura diversa
co¡travendria mandatos esenciales de la Constitución, como son el principio de
defensa de ¡a persona humana y el respeto de su dignidad como fin supremo de la
sociedad y del Estado (articulo l), y "la obsenancia del debido proceso y tutela
jurisdiccíonal. Nínguna persona puede sel deeiadd d? la jurísdicaón
predeterminada por la ley, ni son¡etida a prccediniento distinto de los preyiameüte
e:;ldblecidos, ni iuzgada por órganos jurisdiccionales de excepción ni por
co titione: cspecidles creadas al eJ¿cto cualquiera saa su denominacíón",
con\atrad¿ cn cl allículo lJq. inciso J.

6. Como se adviete, a dilerencia de lo que acontece en otos paises, en los cuales el
acceso a Ia última instancia constit!¡cional tiene lugar por la yí¡ del certiorari
(Suprema Cofie de los Estados Unidos), en el Perú (rl Poder Constituyente optó por
un órgano supremo de inteeretación de la Constituc¡ón capaz de ingresar al fondo
en los llamados procesos de la libertad cuando el agraviado no haya obtenido una
protección de su derecho en sede del Poder Judicial. En olras palabras, si lo que
está en discusión es la supuesta amenaza o lesión de un derecho fundamental, s€
debe abrir la vía correspondiente para que el Tribunal Constitucional pueda
pronunciarse. Pero la apertura de esta vía solo se produce si se permite al
peticionante colaboÍar con los jueces constitucionales mediante un pon¡enorizado
análi\iq dc lo que 'e pr(lende. de Io quc :e in\ oca.

7. Lo constitucional es escuchar a la parte como concretización de su derccho
irrenunciable a la defensa; además, un Tribunal Constitucional constituye el más
efectivo medio de delensa de los derechos fundamentales frente a los poderes
públicos y privados, lo cual evidencia el triunfo de la justicia ftente a la
arbitrariedad.

EL DERECHO A s[R oiDo cotlo MANtFEsT^ctóN DE LA DEMocR^tlzaclóN DE Los
PRocESos Co:\¡sTI'I trcloN^L[s DE LA LIBERTAL

8. La administración dejusticia constitucional de la libertad que brinda el Tribunal
Constitucional. dcsde su creación. es rcspeluosa, como corresponde, del derecho de

N{t
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defensa inherentc a toda persona, cuya manifestación primaria es el derecho a ser

oído con todas las debidas garantías al interior de cualquier proceso en el cual se

determinen .u- Jerecho.. intercsc\ ) obligacionrs.

9. Precisamente, mi alejamiento respecto a la er¡isión de una resolución constitucional
sin realizarse audiencia de vista está relacionado con la defensa, Ia cual, sólo es

efestiva cuando eljusticiable y sus abogados pueden exponer, de manera escrita y
oral, los argumentos pertinentes, concretándose el principio de inmediación que

debe regir en todo proceso constitucional.

10. Sobre la intervención de las partes, corresponde señalar que, en tanto que la
potestad de adminislrar justicia constituye una manifcstación del poder que el

Estado ostenta sobre las personas, su ejercicio resulta constitucional cuando se

brinda con estricto respeto de los derechos inhcrentes a fodo ser humano, lo que

incluye el derecho a ser oído con las debidas garantías.

I1. Cabe añadir que Ia participación directa dc las partes, en defensa de sus intereses,
que se concede en la audiencia de vista, también constituye un elemento que

democratiza el proceso. De Io contrario, se decidiría sobre la esfera de interés de

una persona sin permitirle alegar lo correspondiente a su favor, lo que resultaria
exc¡uycnte y antidemocrático. Además, el Tribunal Constitucional tiene el deber
ioeludible de optimizar, en cada caso concreto, las razones, los motivos y los
a¡gumentos que justifican sus decisiones, porque cl Tribunal Constitucional se

legitima no por ser un tribunal de justicia, sino por ¡a justicia de sus razones, por
expresar de modo suficiente las razones de derecho y de hecho relevantes en cada
caso que resuelve,

12. En ese sentido, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha establecido que el
derecho de defensa "obliga dl Estado a ítatar al indiririk:, en to¿o tnomento como
u11\'atulodetu !üjeto del proceso, en el más amplio sentido de este concepto, y no
sitfipleme te coño objeto del mismo"1.y que "para que exista debido proieso legal
es preciso que un juslicíable pueda hacer taler sus derechos y defender sus
inleru:es e -Jbrnn eJ¿ctfia )) en condícíones de igualdad procesal con otros
justicidblest".

r Corte IDH. Caso Baffeto Leiva vs. Venezuela. sente¡cia del 17 de noviembre de 2009-
párafo 29.

'Co.te lDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. 'frinida<I y Tobago,
sentencia del 2l dejunio de 2002, p¿i¡rafo 146.

rw1
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NATUR{LEZA PRocEsaL DELREcURSo Dli AGR{vIo CoNSTITUCtoNAL

Il. El modelo de "instancia de fallo" plasmado en la Constitución no puede ser
desvirtuado por el Tribunal Constitucional si no es con grave violación de sus
disposiciones. Dicho Tribunal es su intérprete supremo! pero no su relormador, toda
vez que como órgano constilr¡ido también está sornetido a la Constitución.

14. Cuando se aplica a un proceso constitucional de la libe¡tad la denominada
"sentercia interlocutoria", el recurso de agravio constitucional (RAC) pierde su

verdadera esencia jurídica. ya que el Tribunal Constitucional no tiene competencia
para "revisar" ni mucho menos "recalificar" el recurso de agravio constitucional,

15. De conformidad con los articulos 18 y 20 del Código Procesal Constitucional, el
T bunal Constitucional no "concede" el recurso. Esta es una competencia de la
Sala Superior del Poder Judicial. Al Tribunal lo que le corresponde es conocer del
RAC y pronunciarse sobre el fondo. Por ende, no le ha sido dada la competencia de
rechazar dicho recurso, sino por el contrario de "conocer" Io que la pade alega
como un agravio que le causa indefensión.

17. Por lo demás, ,,r/atis n¡utandis, el precedente vinculanle contenido en la Sentencia
00987-2014-PA/TC repite lo señalado por el Tribunal Constitucional en ot¡os
fallos. como en el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramirez (Sentencia 02877-
2005-PHC/|'C). Del mismo modo. constituye una reafirmación de Ia naturaleza
procesal de los procesos constitucionales de la libertad (supletoriedad, via previa,
vías paralelas. litispendencia, invocación del derecho constitucional líquido y
cierto, etc.).

18. Sin embargo, el hecho de que los procesos constitucionales de la libertad sean de
una naturaleza procesal distinta a la de los procesos ordinarios no constituye un
motivo para que se pueda desvirtuar la esencia principal del iecurso de agravio
constitucional.

Nlr

16. I'or otro lado, la "sentencia interlocutoria" establece como supuestos para su
aplicación fórmulas imprecisas y amplias cuyo contenido, en el mejor de los casos,
requiere ser aclarado, justificado y concretado en supuestos específicos, a saber,
idcntificar en qué casos se aplicaria. No hacerlo, no definirlo, ni justificarlo,
conviede el empleo de la precitada sentencia en arbitrario, toda vez que se podria
afcctar, entre otros, el derecho fundamental de defensa. en sLr manifestación de ser
oido con las debidas garantias, pues ello daria lugar a decisiones subjetivas y
carentcs de predictibilidad, afectando notablemente a los justiciables, quienes
tondrían que adivinar qué resoiverá el Tribunal Constitucional antes de presentar su
respectiva demanda.
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19. Por tanto, si se tiene en cuenla que la jusficia en sede constitucional representa la
última posibilidad para protegcr y reparar los derechos fundanrentales de los
agraviados, voto a favor de que en el presente caso se convoque a audiencia para la
vista, lo que garantiza que el Tribunal Constitucional, en tanto instancia última y
definitiva, sea la adecuada para poder escuchar a las personas afectadas en sus

derechos esenciales cuando no encuenlran jus¡icia en el Poder Judicial;
cspccialmente si se ticne cn cuenta que, agotada la vía constitucional, al justiciable
solo le queda el camino de la jurisdicción internacional de protección de derechos
humanos-

20. Como añrmó Raúl Ferrero Rebagliati, "la defensa delderecho de uno es, al mismo
tiempo, una defensa total de la Constitución, pues si toda garantía constitucional
entraña el acceso a la prestación jurisdiccional, cada cual al defender su derecho
está delendiendo el de los demás y el de la comunidad que resulta oprimida o
envilecida sin Ia profección iudicial auténtica".

S

FERRERO COSTA {w7 c o:La que


